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Temática: El papel del Estado y las políticas científicos-tecnológicas 

HACIA UN PROGRAMA DE ASISTENCIA EN GESTIÓN SOCIO AMBIENTAL 

Introducción 

 A partir de la creación del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva, 

en diciembre de 2007, Argentina inició un camino dirigido a desarrollar tecnologías que 

acompañaran las políticas de recuperación económica, y en especial a la disminución de la 

dependencia del sector externo. Con el objetivo de contribuir al desarrollo económico y 

social del país, el Ministerio se constituyó en usina de financiamiento para proyectos 

innovadores en el sistema productivo que solucionaran problemas básicos de la población; 

específicamente, la atención se concentró en plataformas para la biotecnología, la 

nanotecnología y las tecnologías de la información y las comunicaciones, para aplicar en 

ámbitos como la salud, la generación de energía renovable, el agregado de valor en la 

agroindustria, el desarrollo social y la atención a los problemas derivados del cambio 

climático. 

 Desde la asunción de Néstor Kirchner a la presidencia de la Nación el 25 de mayo 

de 2003 y hasta 2013, con Cristina Fernández de Kirchner como presidenta, se 

multiplicaron los programas que ponían el acento en la educación, la ciencia y la 

tecnología, además de la citada creación del MINCyT: Programa 700 Escuelas, ley 26.058 

que revaloriza la escuela técnica, ley 26.075 de financiamiento educativo (establece el 6% 

del PBI), ley de educación 26.206, inauguración del Canal Encuentro del Ministerio de 

Educación, Plan Conectar Igualdad, puesta en órbita de los satélites SAC-D Aquarius y 

ARSAT-1 (2014), inauguración de Tecnópolis, Plan Nacional de Educación Obligatoria y 

Formación Docente para el período 2012-2016, creación del Plan PROG.R.ES.AR 

(Programa de Respaldo a Estudiantes de Argentina) (2014)1. Medidas y acciones 

concurrentes al fortalecimiento de la educación en todos los niveles, en dirección al objetivo 

de máxima: crecimiento y desarrollo a partir de la optimización de los recursos existentes. 

                                                           
1
 Miguez, Daniel: Diez años. Una década de gobierno kirchnerista. Planeta, Buenos Aires, 2013. 
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 El Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI) fue tributario de las políticas de 

financiamiento implementadas por el MINCyT aplicadas a proyectos innovativos, 

emprendimientos tecnológicos e investigaciones en ciencia y tecnología. 

 La amplitud de la oferta torna relevante una precisión: del 2003 a la actualidad las 

políticas públicas del Gobierno Nacional establecieron en muchos casos confluencias entre 

el campo científico-tecnológico y la comunidad, interpretando que ésta debe ser la 

destinataria de los progresos obtenidos por aquél; la antigua disociación entre avance 

científico y situación social quedaba desterrada de las prácticas gubernamentales, que 

instituyeron el bienestar social como objetivo central y no como posibilidad secundaria, 

producto de la llamada “teoría del derrame”, según la cual los beneficios económicos 

obtenidos por el sector empresario se volcarían (solo en parte, entiéndase) sobre el resto 

de la sociedad. 

La cuestión de los residuos sólidos urbanos 

 La preexistencia de empresas privadas dedicadas a resoluciones puntuales en las 

gestiones municipales de los residuos domiciliarios, como construcción de rellenos 

sanitarios, transportes de recolección, equipos de clasificación y acondicionamiento, y otras 

asistencias vinculadas al ambiente, no resultaba suficiente para resolver los problemas de 

gran cantidad de poblaciones argentinas. Es necesario observar que la oferta privada se 

basa –naturalmente- en la retribución económica por sus servicios; de tal manera, la 

atención se concentra en los conglomerados poblacionales, en donde los problemas 

relacionados con la gestión de los residuos presentan magnitudes considerables, y por 

ende las posibilidades de obtener contratos sustanciosos son mayores. 

En línea con esta consideración, debe observarse que las ciudades que tienen más 

de 100.000 habitantes en Argentina representan un 2,7% del total poblacional, y el 82,3% 

incluye poblaciones de hasta 10.000 habitantes. Dado que se estima que la cantidad total 

de municipios es de 2.171, significa que ese rango de población ocupa unos 1.787 

municipios. Nuestra hipótesis es que estas localidades tienen, individualmente, escasa 



3 
 

capacidad económica para resolver adecuadamente los impactos de los residuos 

domiciliarios.2 

 La gestión de los residuos, tal como lo establece la ley 25.916, es responsabilidad de 

los organismos que cada jurisdicción local determine. En esta ley se fijan las condiciones a 

las que deben ajustarse tales organismos; en particular, el artículo 33 fija un plazo de 10 

años para que la disposición final de los residuos domiciliarios se efectúe conforme lo que a 

su vez fija el artículo 20: “Los centros de disposición final deberán ubicarse en sitios 

suficientemente alejados de áreas urbanas, de manera tal de no afectar la calidad de vida 

de la población; y su emplazamiento deberá determinarse considerando la planificación 

territorial, el uso del suelo y la expansión urbana durante un lapso que incluya el período de 

postclausura. Asimismo, no podrán establecerse dentro de áreas protegidas o sitios que 

contengan elementos significativos del patrimonio natural y cultural”. Y el artículo 34 

establece un plazo de 15 años para el acogimiento obligatorio de todas las disposiciones 

contenidas en la ley.3 

 Con respecto al plazo vencido, no consta que se hayan realizado inspecciones que 

determinaran su cumplimiento. Por otro lado la existencia de un relleno sanitario no es la 

panacea: es una tecnología adecuada de disposición para lo que usualmente se denomina 

“rechazo”, luego de que se hubiera sometido a los residuos a la recuperación de la mayor 

cantidad posible de residuos que presenten un potencial de reciclado. Paradójicamente, los 

municipios que disponen en el CEAMSE –originalmente Coordinación Ecológica Área 

Metropolitana Sociedad del Estado- disponen de este gigantesco relleno sanitario, que es, 

técnicamente, un modelo importante, como una válvula que les permite estirar en el tiempo 

la puesta en marcha de sistemas de recuperación previos a la disposición final. No existen 

datos oficiales sistematizados sobre la cantidad y ubicación de rellenos sanitarios en el 

país, aunque nuestras propias consultas nos permiten establecer que hay 20 rellenos.4 

                                                           
2
 Instituto Nacional de la Administración Pública, 1998. Se considera que las variaciones producidas hasta el presente en 

el incremento de la población no incidirían significativamente sobre los porcentajes citados. 
3
 La ley 25.916 se promulgó el 3 de septiembre de 2004, por lo cual el plazo de 10 años se cumplió en 2014, y el de 15 

años, en 2019. 
4
 Exceptuando el CEAMSE, que cubre la disposición final de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y de varios partidos del 

conurbano bonaerense, se cuenta con rellenos sanitarios en las siguientes provincias: Buenos Aires: 6 (Bahía Blanca, 
Campana, Lincoln, Mar del Plata, San Nicolás y Olavarría); Santa Fe: 3 (Santa Fe capital, Rosario y Rafaela); Córdoba: 1 
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 El tiempo dirá sobre el cumplimiento de lo que vencerá en 2019, aunque no 

podamos evitar cierta dosis de escepticismo. Sin embargo, paulatinamente va creciendo la 

conciencia ciudadana de que será imposible insistir con más de lo mismo, que el aumento 

poblacional junto con la recuperación económica, que produjo una mayor demanda de 

bienes consumibles, y concomitante mayor cantidad de residuos, tiende al colapso de los 

sitios de disposición (basural a cielo abierto o relleno sanitario).  

 Los impactos ambientales pueden ser percibidos con mayor o menor claridad por 

algunos sectores de la población. Contaminación de napas de agua por lixiviación, 

trasmisión aérea y terrestre de patógenos, proliferación de vectores nocivos, son algunos 

de las consecuencias indeseadas por la existencia de basurales a cielo abierto, en muchos 

de los cuales recuperadores informales revuelven la basura para obtener algunos 

materiales que tengan un valor para su venta, con destino a un proceso de reciclado. Lo 

que mejor es comprendido por la comunidad es que todo lo que se desecha no tiene por 

qué convertirse en basura, que hay elementos que tienen un valor porque son requeridos 

por empresas recicladoras, y que rescatarlos para su venta tiene un efecto económico, que 

dado el segmento poblacional que las lleva a cabo, tienen al mismo tiempo una incidencia 

de carácter social. 

 Pese a las experiencias que se producen en distintos puntos del país, con distinto 

grado de efectividad y a las que calificamos de exitosas por el solo hecho de proponer una 

solución a la problemática de los residuos, concluimos en que no son suficientes. Lejos 

estamos de cubrir buena parte de esos 1.700 municipios (o comunas, atendiendo a las 

denominaciones locales), lo que nos asegura un arduo trabajo hacia adelante, si lo que 

pretendemos es que antes de depender de financiamientos extraordinarios desarrollemos 

propuestas que requieran un mínimo de recursos, aunque mucho de voluntad y 

                                                                                                                                                                                                    
(Córdoba capital); Mendoza: 1 (que cubre los departamentos de Mendoza capital, Las Heras, Guaymallén, Godoy Cruz, 
Luján, Maipú, Lavalle y el Valle de Uco, que comprende los departamentos de Tunuyán, San Carlos y Tupungato); 
Misiones: 2 (que utilizan 63 municipios de la provincia, incluyendo Posadas; Salta: 1 (Salta capital); San Juan: 1 (San Juan 
capital); Tucumán: 1 (San Miguel de Tucumán); Chubut: 1 (Comodoro Rivadavia); Tierra del Fuego: 2 (Ushuaia y Río 
Grande). 



5 
 

compromiso por parte de la comunidad.5 Y, sobre todo, de imaginación, cualidad que con 

profundo orgullo podemos exhibir los argentinos. 

 

Una experiencia exitosa, una consecuencia imprevista 

La localidad de Olivera, en la Provincia de Buenos Aires, está ubicada sobre la Ruta 

Nacional N° 5, a 20 km. de Luján, ciudad famosa por su Basílica. Tiene una población que 

no llega a los 3.000 habitantes, y cuenta con una Delegación Municipal que depende de la 

Municipalidad de Luján. Sus residuos son trasladados a esta ciudad, en donde se disponen 

en un basural a cielo abierto.6 

Una maestra de la Escuela primaria le presentó en 2014 a la Directora una 

propuesta para iniciar una campaña de recuperación de residuos reciclables, con eje en la 

educación ambiental de los alumnos. Una vez aceptada, comenzaron a difundir la 

propuesta en la comunidad, con escaso eco al comienzo. Distribuyeron folletos 

explicativos, colocaron carteles en paredes de la Escuela, y continuaron con la prédica para 

la recuperación de algunos materiales desechados, como papel, cartón, envases tetra brik; 

más tarde, comenzaron a recuperar envases de vidrio. Las acciones se apoyaron en la 

participación de madres de alumnos, que nada sabían del tema y que poco a poco se 

fueron interiorizando de los pormenores y mejorando la capacidad de clasificación. 

Utilizaban bolsas plásticas recuperadas para acondicionar los materiales, y así comenzaron 

a venderlos. 

De esta manera se fue constituyendo un grupo asociativo informal, y si bien los 

ingresos inicialmente se destinaban a la Cooperadora de la Escuela, prontamente se 

observó que estas mujeres estaban realizando un trabajo y que por lo tanto debían tener 

participación en los beneficios. Junto con esta conclusión se fueron manifestando 

                                                           
5
 En un Congreso de Residuos Sólidos Urbanos llevado a cabo en Salta, en 2012, sorprendió y emocionó el intendente de 

Yala, Provincia de Jujuy, localidad que tiene poco más de 2.000 pobladores, donde con pocos recursos instauraron una 
gestión de residuos domiciliarios muy eficiente. 
6
 El predio en donde se disponen los residuos de Luján, que tiene una población de algo más de 100.000 habitantes, no 

es municipal, sino que se alquila a un particular; en virtud de esto el diputado provincial por el GEN/FAP Juan Carlos 
Juárez presentó un proyecto de ley para declarar ese terreno de utilidad pública y sujeto a expropiación. 
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conductas críticas al interior del grupo, fundamentalmente con relación al modo de reparto 

de los recursos, en función de las horas aportadas por cada una de las mujeres. 

Hay que destacar que se trataba de amas de casa, que escasamente habían tenido 

experiencias laborales, mucho menos en forma grupal. Estos acontecimientos son 

previsibles en un ámbito de informalidad, y por lo tanto la solución puede iniciarse por la 

conformación de un grupo precooperativo, en proceso para la constitución de una 

cooperativa, preferentemente de trabajo, en la que la implementación de un reglamento 

interno zanja diferencias como la que se mencionaba anteriormente. 

Al margen de estas circunstancias, el operativo que denominaron acertadamente “La 

basura no es basura”, tuvo un éxito que superó las expectativas iniciales; a tal punto, que 

terminó colapsando, porque el lugar de depósito era el Salón de Usos Múltiples de la 

Escuela, lugar que, se nos explicó, debía reservarse para acoger a familias que se vieran 

afectadas por las inundaciones provocadas por el río Luján. 

La experiencia de Olivera demostró que es posible desarrollar un proceso de 

recuperación de materiales desechados, con potencial de reciclado, a partir de la propia 

iniciativa de un sector de la comunidad, en este caso a partir de docentes de la Escuela 

primaria. Las implicancias económicas, sociales y ambientales son absolutamente 

evidentes, y los impactos positivos, considerables. Incluso, aquí se ha podido observar una 

experiencia de género, en la que mujeres que no aportaban ingresos a sus hogares 

encontraron no sólo un sustento económico sino una resignificación de sus vidas, elevando 

su dignidad de manera más que considerable. 

Conformación del Programa Asistencia en Gestión Socio Ambiental 

 En 2007 se inició formalmente dentro del Programa de Extensión del INTI un 

Subprograma denominado “Gestión Integral de Residuos Sólidos Urbanos (GIRSU)”, con el 

propósito de atender problemáticas vinculadas con la gestión de los residuos domiciliarios, 

a partir de las demandas de los municipios. El concepto de “integral” atendía a la 

consideración de que una gestión en esta temática no puede ser concebida como 

intervenciones parciales, dada la trama de relaciones que se producen de hecho, desde el 

habitante que genera el residuo, hasta el sitio en donde se dispondrá el mismo, pasando 
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por las distintas alternativas que pueden presentar variaciones en distintas experiencias, 

pero que básicamente se reproducen en todos los casos. 

 La empresa era ardua y representaba un desafío, por la complejidad que 

presentaba. No obstante el carácter de “integral”, las actividades se compartimentaron de 

manera que se imbricaran unas con otras, para satisfacer la eficiencia de todo el proceso. 

Éste se iniciaba con educación y concientización ambiental, y continuaba con separación 

en origen, recolección diferenciada, clasificación y acondicionamiento de los materiales 

inorgánicos (o secos) recuperados, comercialización; en cuanto a la materia orgánica, se 

propiciaba el sistema conocido como “compostaje”, para reducir el volumen y emplear el 

producto en parques y jardines.7 

 Con el tiempo se observó que la complejidad de la gestión de residuos domiciliarios 

requería una dedicación más específica, por lo que comenzó a gestarse una estructura en 

el ámbito de la Gerencia de Calidad y Ambiente, y la continuación con modificaciones del 

programa preexistente en la Gerencia de Asistencia Tecnológica para la Demanda Social.  

 En el proceso que tuvo lugar para definir los alcances de cada programa se introdujo 

la noción de “tecnologías duras y tecnologías blandas”, adscribiendo las primeras a la 

intervención de un programa que atendiera los aspectos técnicos de la gestión municipal, y 

las segundas relacionadas con la comunidad en general, y con las problemáticas sociales, 

en particular. Esta consideración maniquea introdujo algunas dificultades para comprender 

la importancia y el alcance de intervenciones desde el INTI en las problemáticas que 

estamos tratando, dado que estas expresiones no pertenecen a ciencia alguna, sino que se 

emplean coloquialmente para una diferenciación que pretende ser clara y directa.8 Un buen 

ejemplo para comprender la estrecha relación entre estos ámbitos, lo da la informática: las 

tecnologías blandas son el “software” y las tecnologías duras son el “hardware”. 

                                                           
7
 El Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA) prohíbe el empleo de compost obtenido a partir de 

residuos orgánicos domiciliarios como fertilizante de cultivos para alimentación humana. 
8
 “Ciencia dura y ciencia blanda” tienen un uso epistemológico muy extendido para comparar campos de investigación 

científica o académica, designando como duros los que se quieren marcar como más científicos en el sentido de 
rigurosos y exactos, más capaces de producir predicciones y caracterizados como experimentales, empíricos, 
cuantificables y basados en datos y un método científico enfocado a la objetividad; mientras que los designados como 
blandos quedan marcados como lo opuesto. 
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 Finalmente se institucionalizó el Programa “Desarrollo de Tecnologías para Residuos 

Sólidos Urbanos”, perteneciente a la Gerencia de Calidad y Ambiente, con objetivos tales 

como implementación de políticas en GIRSU junto con el Estado Nacional, planes 

provinciales y municipales, asistencia técnica para la adquisición de maquinaria, 

equipamiento, eliminación de basurales, desarrollo de tecnologías para valorización 

energética de los residuos, entre otros. 

 Paralelamente se elaboró un programa que, basado en las experiencias anteriores, 

asistiera a organizaciones sociales y comunitarias para desarrollar actividades de 

concientización ambiental, promoción de buenas prácticas para la constitución de 

campañas de recuperación de materiales desechados con potencial de reciclado, con o sin 

intervención de la gestión municipal. Nos planteamos la hipótesis de investigación de que 

en poblaciones de menos de 10.000 habitantes es posible desarrollar acciones simultáneas 

a la recolección de residuos, en las que es necesario intervenir como apoyo externo para la 

consolidación de las buenas prácticas que se vayan instalando en la población. 

 Generalmente se considera que una gestión eficiente en materia de residuos 

domiciliarios depende exclusivamente de los recursos financieros disponibles para la 

construcción de una planta de clasificación y acondicionamiento de materiales, su 

equipamiento, e incorporación de tecnologías para agregado de valor; importante, pero no 

suficiente. Si nos retrotraemos al ejemplo que nos daba la informática, concluimos en que 

la preparación y disposición de la población en un programa de separación de residuos 

domiciliarios es la parte “blanda”, y todos los componentes materiales la parte “dura”. Es 

decir, una cosa va con la otra, ninguna sola, y mucho menos, separada.  

El contacto directo con la comunidad permite establecer las bases para desarrollos 

más complejos, como son la organización de recuperadores de materiales reciclables y la 

detección de dificultades para mejorar los desempeños en estas tareas. Una premisa que 

conviene tener siempre presente es que hay una extensa oferta de tecnologías maduras, 

que en su mayoría están concebidas para escalas de magnitudes considerables. Es 

natural, ya que apuntan a un mercado redituable para las empresas que las producen. El 

problema es que no están al alcance de los recuperadores urbanos, además de que sus 

necesidades operativas pueden resolverse con tecnologías adaptadas. 
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Para estas intervenciones es que se diseñó un programa que atendiera los aspectos 

sociales, ambientales y económicos que se constituyen en la base de acciones de fondo. El 

mismo se denomina “Asistencia en Gestión Socio Ambiental”, con el propósito de atender a 

cooperativas de recuperadores urbanos, asociaciones civiles, organizaciones no 

gubernamentales, instituciones educativas (públicas y privadas), y vincularse con cámaras 

empresarias y empresas que participan de la actividad (plásticos, papel y cartón, vidrio, 

etc.) 

El proceso se inicia con la separación en origen, de cuyos resultados depende la 

recuperación de materiales. Cuanto mejor separados (clasificación primaria), más efectivo 

será el aprovechamiento de los mismos. Las consignas deben ser claras y concretas para 

asegurar el mantenimiento del interés de los pobladores, y las acciones posteriores 

(traslado, recepción) tienen que ser constantes y fluidas. La incorporación de voluntarios 

(vecinos, alumnos de escuelas primarias y secundarias) está prevista, siempre que 

aseguren la permanencia del programa de recuperación. En particular, queda implícito que 

en cada voluntario con fuerte compromiso hay un multiplicador ambiental. 

Se incluye como otro eslabón el compostaje de residuos orgánicos domiciliarios, que 

permite minimizar drásticamente los volúmenes que van a disposición final. En localidades 

pequeñas, con mayor proporción de casas, es posible incorporar una compostera que 

puede ser fabricada por los propios vecinos, en base a información que se les puede 

suministrar en cursos breves, y posteriormente asistirlos en el manejo y en el uso posterior 

del compost obtenido, incluso en problemas que pudieran presentarse (exceso o falta de 

humedad, escasez de aireación, desequilibrio en la relación carbono/nitrógeno, 

anaerebiosis, etc.) 

La cuestión de los residuos sólidos urbanos se presenta generalmente como un 

problema –que lo es, en efecto- y que no puede ser evitado más allá de la entelequia de la 

“basura cero”, pero representa una oportunidad para seguir generando puestos de trabajo 

genuinos a partir de una “materia prima”  que tiene teóricamente un valor cero; a partir de 

estas consideraciones es que se pueden desplegar múltiples acciones que así como 

disminuyen los impactos ambientales, contribuyen con ingresos económicos a mejorar la 
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calidad de vida de las capas sociales que necesitan el apoyo de entes que, como el 

nuestro,  procuran poner la tecnología al servicio de toda la comunidad. 

Autor: MATEO 

  


